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Resumen doc trina:   Para que una determinada acción pueda ser constitutiva de responsabilidad contable debe reunir los siguientes

requisitos: a) Que se trate de una acción y omisión atribuible a una persona que tenga a su cargo el manejo de caudales o efectos

públicos, b) Que dicha acción y omisión se desprenda de las cuentas que deban rendir quienes recauden, administren, intervengan,

custodien, manejen o utilicen caudales o efectos públicos, c) Que la mencionada acción suponga una vulneración de la normativa

presupuestaria o contable del sector público, d) Que concurra dolo, culpa o negligencia, e) Que el menoscabo sea efectivo y evaluable

económicamente y f) Que exista una relación de causalidad entre la acción y omisión y el daño efectivamente producido. La

responsabilidad contable como tipo específico y autónomo de responsabilidad tiene unos cauces procesales de exigibilidad distintos

de otras jurisdicciones, como la penal y la contencioso administrativa, con las que resulta plenamente compatible, en virtud de la

autonomía jurisdiccional del proceso contable, si bien con unos tipos propios y con unos instrumentos adjetivos específicos, de

estructura finalista diferente y con unos criterios de enjuiciamiento orientados a determinar si se han producido perjuicios en la

gestión económico financiera del sector público. El juez natural para fijar la indemnización que, en su caso, deba satisfacerse al

patrimonio público por el presunto menoscabo originado en el mismo, es el Tribunal de Cuentas en el ejercicio de su función de

enjuiciamiento contable, de igual forma que el juez natural para determinar si ese menoscabo es constitutivo de delito es el órgano

correspondiente de la jurisdicción penal y, por su parte, el juez natural para decidir si dicho menoscabo se ha producido por la

adopción de un acuerdo o resolución basado en un ilícito administrativo es el órgano que corresponda de la jurisdicción contencioso

administrativa. La jurisdicción contable no sólo es compatible con la penal, sino que tiene preferencia sobre ésta para determinar la

responsabilidad civil derivada de la comisión de ilícitos penales. El ejercicio de la acción pública en el ámbito contable es un derecho

de contenido procesal, pero de carácter absoluto o incondicionado sino, por el contrario limitado y sujeto a determinados requisitos

jurídicos formales que afectan tanto a la necesaria individualización de los supuestos de responsabilidad contable como a la precisa

referencia a las cuentas y actuaciones susceptibles de determinarla y a la concreta invocación de la normativa legal que se estima

conculcada. De conformidad con el criterio mantenido por el Tribunal Supremo no cabe admitir la acción popular con base en el mero

interés en la legalidad y en el simple interés frente a supuestos agravios potenciales o futuros. La imposición de costas no entraña un

recurso disuasorio que pueda considerarse incompatible con la tutela judicial efectiva, y debe aplicarse con base a lo establecido

legalmente en cada caso. La imposición de costas viene establecida en la Ley como consecuencia económica que debe soportar bien la

parte que ejercita acciones judiciales que resultan desestimadas, bien aquella que las interpone sin fundamento mínimamente

razonable o con quebranto del principio de buena fe.

Voc es:
ACCION POPULAR

https://pro-portal0.tcu.es/searcher/document/Detail.action?docCheckEnjudge=true&enjudgeVoices=ACCION%20POPULAR&submitSearch=true


COSTAS

FALTA DE COMPETENCIA DEL TRIBUNAL DE CUENTAS
FALTA DE LEGITIMACION
FUNCION DE ENJUICIAMIENTO CONTABLE
RESPONSABILIDAD CONTABLE (ELEMENTOS)

Situac ión Ac tual :       FIRME

Texto

En Madrid, a tres de julio de dos mil.

La Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas, integrada por los Excmos. Sres. que acaban de indicarse, en virtud de la potestad conferida

por la soberanía popular, y en nombre del Rey, formula la siguiente

SENTENCIA

En grado de apelación se ha visto ante la Sala los recursos correspondientes a los autos de la acción pública n° 4/1995, del ramo de

Haciendas Locales, provincia de La Coruña, interpuestos contra la sentencia del Departamento Segundo de la Sección de

Enjuiciamiento, de 24 de septiembre de 1999.

I.- ANTECEDENTES

PRIMERO.- El día 24 de septiembre de 1999, el Departamento Segundo de esta Sección de Enjuiciamiento dictó sentencia en la

mencionada acción pública, en cuya virtud se desestimó la demanda de responsabilidad contable formula por don..., Procurador de los

Tribunales, en nombre y representación de don... y don..., contra don..., don..., don..., don..., don... y doña..., al apreciarse en dicha

sentencia la excepción sobre competencia del Tribunal de Cuentas.

SEGUNDO.- Mediante escrito de 8 de noviembre de 1999, la Abogacía del Estado promovió contra la referida sentencia recurso de

apelación. En el mismo sentido, don..., Letrado de los Ilustres Colegios de Abogados de Madrid y de La Coruña, en nombre de don..., en

escrito de 13 de noviembre de 1999, y el también Letrado don..., en nombre de don... y de don..., por escrito de 9 de noviembre de 1999,

interpusieron contra la citada sentencia recurso de apelación. Tales escritos de impugnación se tuvieron por interpuestos en

providencia del Departamento Segundo de la Sección de Enjuiciamiento del posterior día 2 de diciembre, y se dio traslado de los

mismos a las demás partes para que comparecieran y, en su caso, pudieran formalizar su oposición.

TERCERO.- Con fecha 20 de enero de 2000, el indicado Departamento Segundo de esta Sección dictó providencia a cuyo tenor se

remitieron a esta Sala los presentes autos, en unión de los escritos de don..., fechado en anterior día 27 de diciembre, de la Abogacía

del Estado, de 29 de diciembre, de don..., de 31 de diciembre, de don..., de 5 de enero de 2000, de don..., de 7 de enero del año en curso,

y del Ministerio Fiscal, del siguiente día 11 de enero.

CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto por la Sala en providencia de 23 de marzo de 2000, y tras abrir el correspondiente rollo,

se nombró Consejero ponente siguiendo el turno establecido.

QUINTO.- En proveído de fecha 26 de junio de 2000, se señaló para la votación y fallo de la presente apelación el siguiente día 29,

fecha en la que tuvo lugar el acto.

SEXTO.- En la tramitación de los presentes recursos se han observado las prescripciones legales establecidas.

Ha sido Ponente el Consejero de Cuentas, Excmo. Sr. don Antonio del Cacho Frago, quien, previa deliberación, expresa el parecer de

esta Sala de Justicia.

II.- FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- El objeto de las presentes apelaciones contables viene constituido por la sentencia del Departamento Segundo de la

Sección de Enjuiciamiento de este Tribunal, que apreció la excepción de incompetencia para conocer de la demanda de

responsabilidad contable contra los miembros de la Comisión de Gobierno del Ayuntamiento de Arteixo (La Coruña), en la fecha de 17

de diciembre de 1990, integrada por los señores..., ..., ..., ..., ... y doña..., cuantificándose el perjuicio causado a la Hacienda Municipal en

TRECE MILLONES SETECIENTAS DOS MIL SEISCIENTAS NUEVE PESETAS (13.702.609,-ptas.), por la incorrecta liquidación de tasas

por licencia de construcción. Y dicha excepción de incompetencia se debe, a juicio del órgano a quo, porque la supuesta infracción de

la Ordenanza Fiscal n° 5 de Licencias Urbanísticas aprobada por el Ayuntamiento en Pleno el 29 de septiembre de 1979, por indebida

aplicación de la misma, según los demandantes, y del artículo 3 de la Ordenanza aprobada en Pleno de 30 de noviembre de 1989,

publicada el 28 de diciembre de dicho año, con entrada en vigor el 1 de enero de 1990, y que adecua la Ley 39/1988, de 28 de

diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, que establece el Impuesto sobre Construcciones y Obras, Ordenanza que se infringe,

en opinión de los actores, por inaplicación de la misma, en una liquidación de la tasa realizada con indebida aplicación de una

normativa y que causa una supuesta disminución a las arcas municipales de 13.702.609,- ptas., es una cuestión ajena a la jurisdicción
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contable, pues su conocimiento supondría invadir la competencia reservada al orden jurisdiccional contencioso-administrativo

(artículos 16.b de la Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas y 49.2 de su Ley de Funcionamiento). Y ello es así, según el Juzgador de

instancia, porque en este procedimiento los entonces demandantes pretendían por vía de la acción ejercitada la revisión de un acto

administrativo concreto -la concesión de una bonificación-, que ellos reputan indebida, y dicha bonificación fue concedida por la

Comisión de Gobierno del Ayuntamiento de Arteixo a través de un acto administrativo que goza de validez legal al no haberse

acreditado la existencia de resolución alguna en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo que lo invalide. Y es de significar,

asimismo, que en la sentencia que ahora se recurre, pese a la desestimación de la demanda, no se impusieron las costas en esa instancia

por concurrir circunstancias que merecían el calificativo de excepcionales, con fundamento en el artículo 523 de la Ley de

Enjuiciamiento Civil.

SEGUNDO.- Frente a la expresada sentencia, la Abogacía del Estado aquí recurrente entiende que el Tribunal de Cuentas es

plenamente competente para conocer de la acción pública ejercitada, porque el objeto de ésta no es el enjuiciamiento de la legalidad

de un acto administrativo sino el enjuiciamiento de las consecuencias perjudiciales de dicho acto en el ámbito contable, y en la medida

en que la sentencia ha prescindido totalmente de la argumentación de dicha Abogacía del Estado e incluso le ha dado, a su modo de

ver, un sentido radicalmente distinto del que tenía, ha incurrido en una nueva vulneración del artículo 24.1 de la Constitución, porque

ha preterido realmente el escrito de esta parte, que iba dirigido precisamente en un sentido argumental distinto al que se recoge en la

propia sentencia. Y señala, en este orden de consideraciones, que lo cierto es que en su momento se produjo un perjuicio para los

caudales públicos del Ayuntamiento de Arteixo y, por lo tanto, no sólo está clara la competencia de la jurisdicción contable sino

también la responsabilidad de los en su día demandados y la necesidad de que éstos indemnicen al Ayuntamiento por los perjuicios

que su conducta causó a éste.

Por su parte, el Letrado don..., en nombre y representación de don..., muestra su disconformidad con la declaración de no imposición

de costas pues, en su opinión, tal decisión, de no imponer costas a la parte cuyas pretensiones se ven totalmente desestimadas en la

sentencia dictada, causa un notable perjuicio a su representado, que se ve abocado a satisfacer los gastos de un procedimiento en el

que ha sido parte por haber los actores instado la demanda, cuya improcedencia declara la propia sentencia. En el mismo sentido,

don..., Abogado en nombre y representación de don... y don..., recurre la sentencia de instancia pues, a su modo de ver, no se ha

razonado debidamente la concurrencia de circunstancias excepcionales para no imponer las costas, ya que la estimación de la

excepción de incompetencia no constituye una circunstancia excepcional, al ser una de las excepciones que se pueden invocar en un

proceso, estando previstas en la Ley Procesal Civil. Y, en otro aspecto, añade que la legitimación para recurrir la sentencia le

corresponde, según el artículo 82 de la Ley 29/1998, a los que se «hallen legitimados como parte demandante o demandada», opinando

que el Abogado del Estado carece de esa legitimación, porque si bien ha comparecido en los autos, ha contestado a la demanda y

formulado escrito de conclusiones, no tiene carácter de demandante ni de demandado, pues no ha formulado dicha demanda ni

pedido sentencia condenatoria y, en este caso, no puede recurrir una sentencia que desestima tal escrito de demanda, careciendo así

de legitimación para recurrir la sentencia dictada, por lo que el recurso debe declararse inadmisible.

Por otro lado, el Procurador don..., en nombre y representación de don... y don..., señala que se ha de entrar en el fondo del asunto de

la cuestión litigiosa, no pudiendo tener acogida las excepciones estimadas por la sentencia apelada, al ser plenamente competente el

Tribunal para conocer del supuesto debatido, conforme se razona en el recurso promovido por la Abogacía del Estado.

En contra de este último criterio, el Procurador don..., en nombre y representación de don..., doña... y don..., muestra su conformidad

con los fundamentos de la sentencia apelada en orden a la apreciación de la excepción de incompetencia de jurisdicción, pues, a su

entender, la responsabilidad de los demandados, al margen de otras consideraciones, dependería de que la bonificación hubiera de

reputarse indebidamente otorgada, y ello sólo podría determinarse mediante la revisión del acto de su otorgamiento, lo que excede de

la competencia de esta jurisdicción contable.

Finalmente, el Ministerio Fiscal impugna los recursos de apelación interpuestos, haciendo suyos los fundamentos de la sentencia

recurrida, por lo que pretende su confirmación.

TERCERO.- Con carácter previo al enjuiciamiento de las anteriores pretensiones, debe la Sala abordar la relativa a la inadmisibilidad

del recurso promovido por la Abogacía del Estado, con base en la esgrimida falta de legitimación de la propia defensa del Estado, pues

su eventual acogimiento impediría pronunciarse acerca del fondo de la impugnación planteada.

La amplia intervención procesal que en los presentes autos ha tenido la Abogacía del Estado tiene su antecedente más remoto en el

escrito de 23 de febrero de 1996 (folio 28 del tomo I de la acción pública de la que dimana esta apelación), actuación ésta motivada y

amparada en el acuerdo de la Comisión de Gobierno, de fecha 16 de octubre de 1995, del... (folio 8 del tomo I), en cuya virtud se

acordó conferir la representación de dicha Corporación local a la Abogacía del Estado ante el Tribunal de Cuentas, a tenor del

artículo 48.2 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo. Pues bien, la interpretación conjunta de este precepto con los artículos 58.2

de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento de este Tribunal, y 447.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder

Judicial, en relación con el artículo 24.1 de la Constitución, que, como ha señalado reiterada jurisprudencia del Tribunal

Constitucional -por todas, sentencias de 25 de febrero de 1987 y 16 de noviembre de 1992-, reconoce el derecho a la tutela judicial

efectiva a todos cuantos sean titulares de derechos e intereses legítimos, permite sostener con claridad que en este caso la defensa del



Estado ahora apelante, además de que ostenta la representación directamente conferida por la propia Entidad local supuestamente

perjudicada, cuenta con plena legitimación procesal y causal. No puede, pues, prosperar la invocada falta de legitimación y, por ende,

no procede declarar la pretendida inadmisibilidad del recurso interpuesto.

CUARTO.- Es preciso determinar seguidamente si concurre en el supuesto enjuiciado la apreciada incompetencia de este Tribunal

para conocer de los hechos que sustentan la acción pública en su día entablada.

La concreción de si los hechos a que alude la presente apelación pueden incardinarse en el ámbito objetivo de la función

jurisdiccional del Tribunal de Cuentas -constitucionalmente contemplada en el párrafo segundo del artículo 136.2 de la Norma

principal- y, en consecuencia, pueden tener suficiente relevancia para ser merecedores o no de reproche en la jurisdicción contable,

debe hacerse de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2°.b), 15.1 y 38.1 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, en relación

con lo preceptuado en el artículo 49.1 de la Ley 7/1988, de 5 de abril. Sobre el particular, y tomando como referencia una

interpretación conjunta de los indicados preceptos, esta Sala de Apelación ha declarado en reiteradas sentencias -por todas, las de 30

de junio de 1992, 15 de abril de 1994, 6 de noviembre de 1995, 21 de noviembre de 1996, 24 de julio de 1997, 26 de noviembre de

1999 y 25 de febrero de 2000- que para que una determinada acción pueda ser constitutiva de responsabilidad de naturaleza contable

ha de reunir los requisitos siguientes: a) Que se trate de una acción u omisión atribuible a una persona que tenga a su cargo el manejo

de caudales o efectos públicos. b) Que dicha acción u omisión se desprenda de las cuentas que deben rendir quienes recauden,

intervengan, administren, custodien, manejen o utilicen caudales o efectos públicos. c) Que la mencionada acción suponga una

vulneración de la normativa presupuestaria y contable reguladora del correspondiente sector público. d) Que esté marcada por una

nota de subjetividad, pues su consecuencia no es sino la producción de un menoscabo en los precitados caudales o efectos públicos

por dolo, culpa o negligencia grave. e) Que el menoscabo sea efectivo e individualizado con relación a determinados caudales o

efectos y evaluable económicamente. f) Que exista una relación de causalidad entre la acción u omisión de referencia y el daño

efectivamente producido. Por consiguiente, y en lo que aquí interesa resaltar, la responsabilidad contable, como tipo específico y

autónomo que es de responsabilidad -tanto por su régimen jurídico propio, como por sus específicos elementos subjetivos, objetivos y

formales-, tiene unos cauces procesales de exigibilidad distintos de otras jurisdicciones, como la penal y la contencioso-

administrativo, con las que resulta plenamente compatible, en virtud de la autonomía jurisdiccional del proceso contable -artículos

18.2 de la Ley Orgánica 2/1982 y 49.3 de la Ley 7/1988-, si bien con unos tipos propios y con unos instrumentos adjetivos específicos,

de estructura finalista diferente y con unos criterios de enjuiciamiento orientados a determinar si se han producido perjuicios en la

gestión económico-financiera de las entidades integrantes del sector público.

De esta forma, el ejercicio de la función jurisdiccional contable requiere precisar la concurrencia de circunstancias tales como el

manejo de caudales o efectos públicos, la condición de gestor de fondos públicos, la existencia de irregularidades plasmadas en

documentación de naturaleza contable, documentación ésta inmersa en el ámbito de la gestión económico-financiera del sector

público, la vulneración de la normativa reguladora del régimen presupuestario y contable, aplicable tanto al sector público como a los

perceptores de ayudas y subvenciones procedentes de dicho sector, y, en fin, la valoración subjetiva de los elementos configuradores

de la conducta del supuesto responsable contable. Y es por ello por lo que, como ha declarado recientemente esta Sala de Justicia en

el auto de 25 de febrero de 2000, el Juez natural para fijar la indemnización que, en su caso, deba satisfacerse al patrimonio público

por el presunto menoscabo originado en el mismo, es el Tribunal de Cuentas en el ejercicio de su función de enjuiciamiento contable,

de igual forma que el Juez natural para determinar si ese menoscabo es constitutivo de delito sería el pertinente órgano de la

jurisdicción penal y, por su parte, el Juez natural para decidir si dicho menoscabo se ha producido por la adopción de un acuerdo o

resolución basado en un ilícito administrativo sería el órgano correspondiente de la jurisdicción contencioso-administrativa. Y así lo

ha razonado también esta misma Sala, entre otras, en las sentencias de 30 de septiembre de 1992, 25 de febrero de 1993, 24 de marzo

de 1994 y 10 de marzo de 1995, y en los autos de 17 de diciembre de 1998 y 27 de mayo de 1999, al poner de relieve que «la

jurisdicción contable no sólo es compatible con la actuación del orden jurisdiccional penal, sino que incluso tiene preferencia sobre

éste para determinar la responsabilidad civil dimanante de la comisión de ilícitos penales como la malversación de caudales públicos

y, en general, de todos aquellos que determinen un daño o menoscabo en los fondos públicos y que se haya ocasionado por quien

tenga a su cargo el manejo, administración o custodia de los mismos». E igualmente, este Tribunal de apelación se ha pronunciado en

varias ocasiones -por todas, la sentencia de 29 de octubre de 1992 y el auto de 28 de marzo de 1996- sobre la procedencia del

enjuiciamiento de resoluciones administrativas declarativas de responsabilidades contables, con especial referencia al control

jurisdiccional de las subvenciones, habiendo delimitado en tales casos la revisión del acto administrativo y el cumplimiento de éste

por sus destinatarios -llevada a cabo desde el prisma del Derecho Administrativo-, de la fiscalización contable y, en su caso,

enjuiciamiento de responsabilidades contables derivadas de esa supuesta falta de justificación de la subvención -realizado con arreglo

al Ordenamiento jurídico contable-. Y en lo que a la exigencia de estas responsabilidades se refiere, como consecuencia de aquel

perjuicio o menoscabo económico producido, es el Juez de lo contable, como Juez predeterminado por la Ley, el competente para

proceder a su enjuiciamiento, conforme a la normativa presupuestaria y contable.

QUINTO.- Desde las precedentes consideraciones es claro, a juicio de la Sala, que no puede compartirse el criterio en que se basa la

sentencia impugnada para fundamentar la declaración de incompetencia que en la misma se contiene, por cuanto que, como

argumentan la representación procesal de los Sres... y ... (folios 110 y 111 del tomo I de la acción pública y folios 254 y 255 del tomo II),



así como el Ministerio Fiscal (folio 288 del tomo II) y la Abogacía del Estado aquí recurrente (folios 360 y 361 del tomo II y folios 12 y

13 de la pieza de apelación), los hechos reflejados en la mencionada acción pública contable ofrecen prima facie indicios de

responsabilidad contable distinta del alcance, al margen de la legalidad o no de los actos administrativos de concesión de la

bonificación tributaria, así como de la tramitación de los estudios de detalle, proyectos de urbanización y concesión de licencias.

No ofrece duda, pues, que los elementos reglados de dichos actos administrativos, así como los elementos formales de los mismos, son

aspectos de la competencia exclusiva del orden jurisdiccional contencioso-administrativo, en aplicación de preceptos tales como los

artículos 1°.1 y 8°.1,b) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa; 22.2, 23.2 y 46 a

49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local; y, entre otros, 50 a 53 y 78 y siguientes del Real Decreto

2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las

Entidades Locales.

Sin embargo, la incardinación de los referidos actos administrativos en el ámbito de la gestión económico-financiera de la mencionada

Entidad local y, consecuentemente, las repercusiones presupuestarias y contables de dichas actuaciones, con especial consideración

de los daños, menoscabos o perjuicios económicos que de las mismas pudieran derivarse en los fondos públicos, permite concluir que

nos encontramos ante un supuesto de hecho que entra de lleno en la competencia del enjuiciamiento contable, como claramente se

infiere del contenido del artículo 49.1 de nuestra Ley de Funcionamiento, en relación el artículo 141.1, b) del Real Decreto Legislativo

1091/1998, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley General Presupuestaria, que determina como

ilícito presupuestario la administración de los recursos y demás derechos de la Hacienda Pública sin sujetarse en las disposiciones

que regulan su liquidación, recaudación o ingreso en el Tesoro. Por consiguiente, la jurisdicción del Tribunal de Cuentas es

plenamente competente para conocer de la acción pública ejercitada en los presentes autos.

SEXTO.- Como tiene declarado esta Sala en el auto de 14 de junio de 1996, relativo a un supuesto parecido, desde el punto de vista

jurídico-formal, al de la acción pública aquí enjuiciada, el artículo 125 de la Constitución establece que los ciudadanos podrán ejercer

la acción popular en la forma que la ley determine y, como consecuencia de ello, y en lo que atañe a la jurisdicción contable, el artículo

56.2 de nuestra Ley Procesal -dictado en desarrollo del artículo 47.3 de la Ley Orgánica 2/1982- dispone que si no se hubiera iniciado

procedimiento jurisdiccional contable -como sucede en el supuesto de autos-, el ejercicio de la acción pública se llevará a cabo

mediante escrito en debida forma, en el que deberán individualizarse los supuestos de responsabilidad en que en su caso se haya

podido incurrir, con referencia concreta a las cuentas, actos, omisiones o resoluciones susceptibles de determinarla, así como con

referencia igualmente concreta a los preceptos legales que se consideren supuestamente infringidos. De esta forma, no sólo se

constitucionaliza la acción popular como mecanismo concreto y efectivo de participación ciudadana en la jurisdicción, sino que,

además, y en lo que concierne al enjuiciamiento contable, se regula expresamente la acción pública como instrumento activo de

participación de los ciudadanos en la función jurisdiccional del Tribunal de Cuentas. Se trata, pues, de un derecho de contenido

procesal, pero no de carácter absoluto e incondicionado, sino, por el contrario, limitado y sujeto a unos requisitos jurídico-formales

que, como se ha dicho, afectan tanto a la necesaria individualización de los supuestos de responsabilidad contable, como a la precisa

referencia a las cuentas y actuaciones susceptibles de determinarla y a la concreta invocación de la normativa legal que se estime

conculcada.

SÉPTIMO.- Conforme a la precedente fundamentación jurídica, no es posible acoger las pretensiones esgrimidas por los actores, dado

que, de un lado, en los escritos por ellos formulados no concurren ninguno de los requisitos preceptuados en el antes apuntado

artículo 56.2, pues, como puede fácilmente constatarse con la sola lectura de los mismos, ni se individualizan los supuestos de

responsabilidad contable, ni se hace la debida y concreta referencia a cuentas, actos, omisiones o resoluciones concretas susceptibles

de haberla determinado -y sin que, a tales efectos, puedan admitirse simples afirmaciones genéricas e imprecisas-, ni, en fin, se alude a

preceptos y disposiciones legales que se entiendan como presuntamente vulnerados y, en su caso, supuestamente generadores, por

esa presunta inobservancia, de una concreta y efectiva responsabilidad de naturaleza contable. Téngase en cuenta, por otra parte, y de

conformidad con el criterio mantenido por la jurisprudencia del Tribunal Supremo -entre otras, sentencias de la Sala Cuarta, de 10 de

mayo de 1983, de la Sala Quinta, de 8 de julio de 1986, y de la Sala Tercera, Sección 2ª, de 7 de octubre de 1992- que no cabe admitir la

acción popular con base en el mero interés por la legalidad y en el simple interés frente a supuestos agravios potenciales o futuros. No

proceden, pues, compartirse los argumentos que defienden los impugnantes acerca del menoscabo de fondos públicos y de la

supuesta existencia de responsabilidades contables, pues, según se ha dicho, tales puntos de vista no sólo no han quedado

acreditados, sino que su formulación se ha hecho de modo genérico e impreciso y, en definitiva, no se ha dado cumplimiento al

reseñado artículo 56.2, al no individualizarse los posibles supuestos de responsabilidad contable, ni referenciarse debidamente las

cuentas, actos y resoluciones susceptibles de haber determinado, en tal caso, dicha presunta responsabilidad contable.

Por lo demás, esta ausencia de concreción de las cuentas, actos y resoluciones susceptibles de determinar la pretendida declaración

de responsabilidad contable, y la falta de individualización y de concreta acreditación de los posibles supuestos generadores de dicha

responsabilidad contable, queda patente y manifiesta a lo largo de las actuaciones practicadas, como se acredita en el escrito de la

Fiscalía de este Tribunal, de 13 de febrero de 1996 (folio 23 del tomo I de la acción pública), así como en el escrito de la

representación procesal de los Sres..., de 26 de febrero de 1996 (folios 25 y 26 del tomo I), en el escrito de demanda de la propia acción



pública, de 7 de septiembre de 1996 (folios 102 a 111 del tomo I), en el escrito de la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de

Galicia, de 21 de abril de 1997 (folios 372 a 374 del anexo II incorporado a la acción pública) y en el auto de sobreseimiento del

Juzgado de Instrucción n° 1 de La Coruña, de 26 de abril de 1997 (folio 376 del anexo II). No concurren, pues, a juicio de la Sala, los

requisitos preceptuados en el artículo 56.2 de nuestra Ley de Funcionamiento para que pueda prosperar la acción pública ejercitada.

OCTAVO.- Resta por analizar la esgrimida improcedencia jurídica de la no imposición de costas declarada en la sentencia objeto del

recurso. Sobre este particular, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional -por todas, sentencias de 21 de septiembre de 1989 y 22

de abril de 1991- ha puesto de relieve que la imposición de costas no entraña un recurso disuasorio que pueda considerarse

incompatible con el derecho a la tutela judicial efectiva, y debe aplicarse, con base en el Ordenamiento jurídico procesal, según el

sistema que la propia normativa aplicable establezca en cada caso: el objetivo, conforme al cual las costas se imponen a la parte cuyas

pretensiones son desestimadas, sin dejar, con carácter general salvo excepciones debidamente motivadas, margen alguno a

valoraciones judiciales sobre su contenido procesal; y el subjetivo, en el que el órgano jurisdiccional tiene potestad para imponerle

los gastos del juicio si aprecia mala fe o temeridad litigiosa en su actuación procesal. Ninguno de los dos sistemas afecta, pues, a la

tutela judicial efectiva, ni tampoco al derecho de defensa, ya que la imposición de costas viene establecida en la Ley como

consecuencia económica que debe soportar bien la parte que ejercita acciones judiciales que resultan desestimadas, bien aquella que

las interpone sin fundamento mínimamente razonable o con quebranto del principio de buena fe.

Como consecuencia de lo expuesto, debe considerarse acertada, en términos de Derecho, la no imposición de costas por parte de la

sentencia aquí cuestionada, y ello no sólo por el artículo 523 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, invocado en el razonamiento jurídico

quinto de dicha sentencia, sino, especialmente, por el artículo 131.1 de la Ley Jurisdiccional Contencioso-Administrativa de 27 de

diciembre de 1956, aquí aplicable, de una parte, por imperativo de la disposición final segunda, apartado 2, de la Ley Orgánica de este

Tribunal, en relación con la disposición transitoria novena de la Ley 29/1998, de 13 de julio; y, de otra parte, por lo acordado por el

Juzgador de instancia en el auto de 14 de febrero de 1997 (folios 227 y 228 del tomo II), en cuya virtud se dispuso seguir la tramitación

de estos autos por las normas previstas para el contencioso-administrativo ordinario.

NOVENO.- Las consideraciones jurídicas contenidas en los fundamentos precedentes conducen a estimar parcialmente el recurso de

apelación interpuesto, en el sentido de declarar la competencia de esta jurisdicción contable para conocer de la acción pública en su

día planteada, dejando así sin efecto la declaración de incompetencia contenida en la sentencia impugnada, sin entrar a debatir sobre

el fondo de dicha acción pública, al entender la Sala que no concurren los requisitos a tal efecto establecidos en el artículo 56.2 de la

Ley de Funcionamiento de este Tribunal, y confirmando la no imposición de costas contenida en esta sentencia. Y sin que, en lo

relativo a las costas de esta segunda instancia, deba hacerse pronunciamiento alguno, en aplicación del artículo 139.2 de la vigente

Ley Procesal Contencioso-Administrativa.

En atención a lo expuesto, y vistos los preceptos citados y demás de general aplicación,

III.- FALLAMOS

Que debemos estimar parcialmente, como estimamos en parte, el recurso de apelación promovido por la Abogacía del Estado, en la

citada acción pública n° 4/1995, contra la sentencia de 24 de septiembre de 1999, en el sentido de dejar sin efecto la declaración de

incompetencia, contenida en dicha sentencia, confirmando en los demás extremos la propia resolución impugnada y desestimando los

restantes recursos de apelación interpuestos. Sin costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

Pronúnciese esta sentencia en audiencia pública y notifíquese a las partes, con indicación de que contra la misma puede interponerse,

en su caso, recurso de casación ante la Sala Tercera del Tribunal Supremo, por los motivos y en la forma prevista en los artículos 82 y

84, y demás preceptos concordantes, de la Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, en relación con los artículos 12.2,b) y 86.5

de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 13 de julio de 1998. En este caso, el recurso habrá de presentarse ante la

Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas dentro de los diez días siguientes al de la última notificación de la sentencia.
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